STJSL-S.J. – S.D. Nº 118/20.-

--En la Provincia de San Luis, a catorce días del mes de octubre de dos mil veinte, se reúnen en Audiencia Pública las Señoras Ministros Dras. LILIA ANA NOVILLO, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y CECILIA CHADA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “GIOVANNINI CAROLINA VANESSA c/ PREVENCIÓN A.R.T. S.A. s/ COBRO DE PESOS - LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP Nº 283507/15.

Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dras. CECILIA CHADA, LILIA ANA NOVILLO y ANDREA CAROLINA MONTE RISO.

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C?

III) En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. CECILIA CHADA, dijo: 1) Que en fecha 23/09/19, mediante ESCEXT N° 12563177, se presenta la parte demandada e interpone formal recurso de casación en contra de la Sentencia N° 113/19, de fecha 16/09/19 (actuación N° 12483044) y que fuera dictada por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 1 de la Segunda Circunscripción Judicial.

Que en fecha 02/10/19, mediante ESCEXT N° 12643530, acompaña los fundamentos del mismo.

Que, ordenado el traslado de rigor, en fecha 05/03/20, mediante ESCEXT N° 13611497, la contraria contesta el mismo y solicita su rechazo.

Que en fecha 01/07/20, mediante actuación N° 14229479, emite su dictamen el Sr. Procurador General Subrogante que propicia su rechazo. 

2) Que, en primer lugar, corresponde determinar si se ha dado cumplimiento a las exigencias establecidas por los artículos 286 y siguientes del CPC y C., a los efectos de la admisión del recurso en estudio.

Así se advierte que, el recurso intentado ha sido interpuesto en término, que se ataca una sentencia definitiva dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 1 de la Segunda Circunscripción Judicial y que el recurrente ha cumplido con el pago del depósito exigido por el artículo 290 del CPC y C., por lo que puede considerarse, en mérito a lo dispuesto por el artículo 301, inciso “a”, del CPC y C. que el recurso articulado deviene formalmente procedente.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.

Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y ANDREA CAROLINA MONTE RISO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. CECILIA CHADA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, la Dra. CECILIA CHADA, dijo: 1) fecha 02/10/19, mediante ESCEXT N° 12643530, acompaña los fundamentos del mismo donde expresa que al promoverse demanda contra su mandante por resarcimiento de los (supuestos) daños y perjuicios emergentes del (supuesto) siniestro, el cual le ocasionó secuelas incapacitantes, hipotéticamente atribuibles al trabajo cumplido mediando relación de dependencia laboral, específicamente el actor promovió su demanda laboral por prestaciones sistémicas, dentro de la Ley 24.557 – DAÑO RESARCIBLE), por lo que no cabe ninguna duda que se ha violado el principio de congruencia en juicio, al incorporar una presunción de responsabilidad en su contra.

Señala que lo que se "cuestiona" en autos -en este concreto estadio- es si resulta o no compatible con la responsabilidad contractual de las aseguradoras de riesgos del trabajo, un caso semejante y explica que en autos el actor ha padecido un Síndrome de Cervicalgia y Lumbalgia Crónica.

Que la ART ha celebrado un contrato de seguro con el empleador/asegurado que tiene, como todos los contratos de seguro, términos y condiciones. Es decir, no es una garantía abierta, donde el asegurador acompaña al asegurado cualquiera sea el monto del siniestro, sino hasta la suma convenida, cuestión que ocurre en este ramo o en cualquier otro ramo patrimonial 

Luego de realizar una serie de consideraciones de manera genérica con relación al principio de congruencia y requisitos de presentación de la demanda y sin especificar la relación con el caso concreto sostiene que existe un mínimo de requisitos jurídicos que toda sentencia debe reunir para merecer la calidad de tal, y la resolución que por este acto impugna no los contiene, convirtiéndose en arbitraria, pues la actividad desplegada en el decisorio del Tribunal, constituye una franca trasgresión al adecuado servicio de administración de justicia y debe ser descalificado como acto jurisdiccional válido.

Afirma que se da el caso de arbitrariedad sorpresiva, produciéndose la causal en forma inesperada y sin sustento jurídico jurisdiccional o doctrinario por lo que no queda otro camino que interponer el remedio planteado a los fines de que el Superior Tribunal de Justicia, ahondando sobre el particular, solucione tamaña injusticia.

Manifiesta que el fallo recurrido resulta arbitrario al atribuir responsabilidad resarcitoria a su parte cuando no existe una causalidad directa entre las mismas y las lesiones determinadas, con lo cual no cabe duda de la arbitrariedad del fallo que dispone la condena y la necesidad de disponer su nulidad y el dictado de un nuevo resolutorio ajustado a derecho.

Por otra parte, cuestiona el monto de la condena, el que considera resulta manifiestamente arbitrario, alejado de cualquier parámetro objetivo que descarte una condena antojadiza y aún aplicando parámetros como la fórmula introducida.

Alega que el cálculo indemnizatorio realizado por el Juez de grado, resultó inexacto, esto toda vez que en vez de dividir 65 por la edad, lo resta, resultando así un coeficiente abismalmente mayor a lo que corresponde, por lo que hace que el monto de condena sea exorbitante.

Sostiene que en la sentencia impugnada se ha omitido efectuar una correcta valoración de la prueba y se ha omitido la valoración de otras de relevancia para la causa, arribándose a un fallo parcial e injusto, que torna la sentencia dictada en arbitraria, por lo que solicitamos que oportunamente se ordene su nulidad y nuevo fallo que rechace íntegramente la demanda.

Que el fallo recurrido resulta arbitrario e infundado en lo relativo a la procedencia del reclamo teniendo en cuenta, en primer lugar, que la acción se encuentra plenamente prescripta, y además, porque NO se ha demostrado el nexo de causalidad o concausalidad entre la afección que denuncia y el infortunio laboral supuestamente padecido.

Afirma que el sentenciante en el fallo recurrido no hace más que arrogarse la facultad expresamente prohibida de decidir sobre el mérito de la norma, resolviendo primero en abstracto y luego a pesar de la prueba incorporada en la causa, sin un parámetro de comparación válido y lógico, sobre la inconveniencia de la norma y que en forma arbitraria e infundada, se introduce el sentenciante en la merituación y conveniencia de la legislación, desconociendo su impedimento legal para hacerlo, sumado al hecho de no existir en autos, una sola prueba que permita al inferir al menos la existencia de un agravio constitucional por la aplicación de la legislación vigente (ley 24.557).
2) Que ordenado el traslado de rigor en fecha 05/03/20, mediante ESCEXT N° 13611497, la contraria contesta el mismo. 
En dicha oportunidad, expresa que el recurso debe ser rechazado atento que no se cumple con el art. 287 incs. a) y b), como lo pretende la mencionada.

Sostiene que el planteo está absolutamente superado por la jurisprudencia y doctrina. Que pretende fundamentar la falta de responsabilidad de la ART por el daño causado a la trabajadora y para ello repite los argumentos ya resueltos por la doctrina y jurisprudencia en relación las normativas de la LRT.
Advierte que la Aseguradora de Riesgos del Trabajo es la especializada en lo que corresponde a la seguridad, más aún que el empleador, y está llamada a diseñar lo que éste debe hacer para tutelar la salud psicofísica de los trabajadores. Y que también son responsables cuando el suceso tuvo lugar por la omisión de acatar alguna norma de seguridad que exigía claramente la tarea o si se originó claramente en la falta de diagnóstico de un resguardo que lo podría haber evitado, etcétera

Afirma que la ART ES DEUDOR DEL DEBER DE SEGURIDAD CON CARÁCTER ORIGINARIO y, a su vez, es RESPONSABLE POR LA OBLIGACIÓN IN VIGILANDO que la propia norma le atribuye, al darle el carácter de controlador del plan de mejoramiento.
Con relación a la actividad laboral del actor, sostiene que no es cierto que no haya sido riesgosa, de hecho le causo dolencias que le causan incapacidad laboral y que son la base del presente reclamo judicial.
3) Que en fecha 01/07/20, mediante actuación N° 14229479, emite su dictamen el Sr. Procurador General Subrogante, donde sostiene que no aparece delimitado el objeto casatorio, y que antes bien se presentan agravios de una vía recursiva extraordinaria distinta a la elegida y propicia su rechazo.
4) Que en primer lugar y con referencia al medio impugnaticio intentado, cabe señalar que la finalidad de carácter general que reviste el recurso de casación, es conseguir la uniformidad de la jurisprudencia y la finalidad específica es la de obtener la nulidad de una sentencia por errónea aplicación o interpretación de la norma legal sustantiva en el caso concreto fijado en sentencia definitiva por el Tribunal de mérito. Calamandrei, en su obra "Estudio sobre el Proceso Civil", Ed. Bibliográfica Argentina, B.A. 1961, afirma que: "el recurso de casación es una acción de impugnación que se propone ante el órgano jurisdiccional supremo para obtener la anulación de una sentencia de un juez inferior que contenga un error de derecho en la decisión de mérito".
Pues este Alto Cuerpo tiene establecida jurisprudencia en el sentido que, para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (Cfr. STJSL: “BUSTOS DE MOLINA ROSA ISABEL c/ FARMACIA EL CONDOR SCS y/o SUS INTEGRANTES y/o P. SORIA y/o JOSÉ BELTRAN BELLETINI y/o QUIEN RES. RESP. – DESPIDO - C. DE PESOS - RECURSO DE CASACIÓN”, 14/12/2010).

En base a ello y del detenido estudio de la cuestión sometida a consideración, advierto que el recurrente no efectiviza una crítica razonada y seria sobre la sentencia, si bien menciona que el mismo se interpone en base a las causales establecidas en el art. 287 del Cód. Proc. Civ., omite en lo que resulta sustancial determinar cuál ha sido la norma aplicada incorrectamente y cuál es la norma que debió aplicarse (incisos a) y b) del 287 del Cód. Proc. Civ.), al efectuar solo menciones genéricas de la normativa legal o constitucional, que no satisfacen los requisitos referidos.

Que con el recurso interpuesto se pretende cuestionar la valoración de la prueba y los hechos realizados en la sentencia de Cámara, sin embargo, este Cuerpo debe, como Tribunal Casatorio, respetar los hechos fijados en la sentencia recurrida, no estándole permitido discutir la plataforma fáctica valorada por los jueces de grado, toda vez que no es facultad de este Tribunal valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara.

Todo ello, me lleva a sostener que: “...está excluido del control de la Corte de casación el ejercicio de los poderes discrecionales del juez de mérito, siempre que sean ejercidas dentro de los límites de la autorización legal” (DE LA RUA FERNANDO – RECURSO DE CASACIÓN, p. 312). Por ende, no corresponde en esta oportunidad juzgar los motivos que formaron la convicción del Tribunal que dictó la sentencia impugnada, señalándose al respecto que: “es insuficiente que el recurso se limite a exteriorizar la discrepancia con las conclusiones del fallo, siendo menester que se demuestre que se haya incurrido en flagrantes incoherencias o la infracción de las leyes de la lógica. Lo contrario es obligar a inferencias impropias de este recurso” (C.S. Bs. As.: In re – “CARBONEL GREGORIO” Nº 23.785, “FARIÑA JUAN” Nº 24.126).

Resulta oportuno recordar, que: “La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara por este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio” (STJSL N° 64/03 “Mandiles, Pablo Francisco c/ Procter Gamble S.A. y/o Topsy S.A. - Demanda Laboral - Recurso de Casación”,17/12/03 “Abezú, Gustavo Orlando c/ Glucovil S.A. y Ledesma SAAIC – Daños y Perjuicios - Recurso de Casación, 28/10/2009).

En consecuencia, siendo las cuestiones planteadas por el recurrente ajenas al ámbito de la casación, el medio recursivo en estudio deviene improcedente, más aún cuando el recurso de casación no procura una tercera instancia con el fin de revisar la justicia material de las sentencias de tribunales de grado, sino más bien el restablecimiento del imperio de la ley, que lleva por consiguiente, una función pública con prescindencia de los intereses de las partes (STJSL N°31/09 “Pérez Sandra Noemí y Otros c/ Lucia Perfumes y/o Ángel Alfredo Sanuni y/o Ana María Esnaola de Sanuni – Dem. Laboral - Recurso de Casación”, 23/04/09).

En mérito a ello, corresponde rechazar el recurso de casación, por los motivos expresados ut supra, al no verificarse en el caso a estudio la configuración de las causales señaladas por el impugnante, sino que se observa más bien un simple interés o disconformidad con lo resuelto.

Por lo expuesto VOTO a esta SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN por la NEGATIVA.

Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y ANDREA CAROLINA MONTE RISO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. CECILIA CHADA y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.

A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. CECILIA CHADA, dijo: Que corresponde rechazar el recurso de casación interpuesto por la demandada con pérdida del depósito. ASÍ LO VOTO.

Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y ANDREA CAROLINA MONTE RISO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. CECILIA CHADA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.

A LA QUINTA CUESTIÓN, la Dra. CECILIA CHADA, dijo: Con costas a la vencida. ASÍ LO VOTO.

Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y ANDREA CAROLINA MONTE RISO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. CECILIA CHADA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Señores Ministros, la sentencia que va a continuación. 

San Luis, catorce de octubre de dos mil veinte.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de casación interpuesto por la demandada con pérdida del depósito.
II) Costas a la vencida.

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por las Sras. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dras. LILIA ANA NOVILLO, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y CECILIA CHADA en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.  
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